
 

 

PROYECTO DE LEY 

 

La Cámara de Diputados y El Senado de la Nación 
Argentina, sancionan con fuerza de Ley: 

 

ARTÍCULO 1°— Declárense de utilidad pública y sujetas a expropiación las vías de 

acceso al Lago Escondido, Provincia de Río Negro en consonancia con la sentencia 

64/2009 del Tribunal Superior de Justicia de Río Negro, ratificada por el juzgado Civil 3 

de Bariloche en 2013,y nuevamente en 2022 por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, 

Comercial, Familia, de Minería y Contencioso Administrativo de Bariloche, tras varios 

años de analizar el expediente que establece que la provincia debe habilitar y darle 

condiciones de transitabilidad y señalamiento a dos vías: el sendero de montaña y el 

camino Tacuifí.  

ARTÍCULO 2°— Declárase de utilidad pública y sujetos a expropiación los bienes y las 

12.000 hectáreas de tierras contenidas en las actuales propiedades del empresario Inglés 

Joe Lewis en la zona de Lago Escondido, Provincia de Río Negro, los que deberán ser de 

uso público bajo el control de representantes electos de movimientos sociales, 

ambientales y de los pueblos originarios. 

 

 

 

 

 



 

 
 

 

FUNDAMENTOS 

 

Sra. Presidenta: 

La reciente represión con patotas a los manifestantes que intentaban llegar al Lago 

Escondido, Provincia de Río Negro, por el camino Tacuifí, con la complicidad del 

gobierno provincial, volvió a revelar el enorme poder del empresario inglés Joe Lewis y 

la impunidad con la que actúan sus patotas. 

El Artículo 73 de la Constitución de Río Negro, establece el libre acceso de todos los 

ciudadanos a los espejos de aguas y a sus riberas. La sentencia 64/2009 del Tribunal 

Superior de Justicia (TSJ) de Río Negro estableció que la provincia debe habilitar y darle 

condiciones de transitabilidad y señalamiento a dos vías: el sendero de montaña y el 

camino Tacuifí.  

En septiembre de 2022, luego de 17 años de batalla legal desde que se inició el amparo, 

25 jueces y juezas pasaron por la causa, entre recusaciones y denuncias ante el Consejo 

de la Magistratura. La primera sentencia favorable 13 años atrás tuvo innumerables 

apelaciones en el medio, idas y vueltas entre el juzgado, el Superior Tribunal de Justicia 

provincial, intentos de llevar la causa al fuero federal, hasta la Corte Suprema de la 

Nación.  

Finalmente, en lo que parecía un fallo clave la Justicia ratificó una sentencia de 2013 

que ordena a Joe Lewis y al Estado rionegrino a abrir un camino público de acceso al lago 

Escondido, uno que respeta al trazado histórico del sendero Tacuifí y que se realiza en 

media hora por ripio con automóvil. El único acceso que Lewis “autoriza” implica cuatro 

o cinco días de caminata por senderos de montaña, cruzando arroyos y haciendo noche 

en refugios. Por eso la comunidad local, referentes ambientales, territoriales y de esta 



larga lucha por el acceso al reservorio de agua glaciar, celebraron el fallo que definieron 

como un "triunfo del pueblo". 

A partir del fallo de septiembre la Provincia de Río Negro tenía tres meses para garantizar 

que Lewis libere el acceso a Lago Escondido, habilitando el camino de acceso por el 

paraje Tacuifí, lindero a la ruta nacional 40, para llegar al espejo de agua que quedó 

cercado por la propiedad de Lewis en 1996, cuando adquirió las tierras, y que ese camino 

de ripio que nace en el paraje El Foyel quede debidamente señalizado y acondicionado. 

También se fijó plazo de un mes para hacer transitable y señalizar adecuadamente el 

camino de montaña. En lugar de esto el gobierno provincial apeló el fallo y desoyó el 

pedido judicial que ordenaba la custodia policial a los manifestantes reprimidos el 1° de 

febrero de este año. Así, dejó la zona liberada facilitando la golpiza de la patota de Lewis.  

No es la primera vez que los funcionarios públicos están sospechados de connivencia con 

Lewis. 

Según varias investigaciones, además de pagar una suma irrisoria por tierras de gran 

valor, para comprar su estancia, violando toda la normativa legal, Lewis contó con 

abogados y funcionarios, que facilitaron el trámite para quedarse con esas tierras. Según 

un informe de Alejandro Olmos Gaona (Río Colorado Informa 18/2/2020) el 19 junio del 

año 1996, el abogado Lisandro Allende, solicitó en su carácter de presidente de H.R. 

Properties Buenos Aires S.A. la autorización para la adquisición de tierras a la Comisión 

Nacional de Zonas de Seguridad (dado su carácter de área de frontera). La referida 

sociedad se había constituido el 19 de junio de 1994 en la Capital Federal e inscripto casi 

un mes después en la Inspección General de Justicia, siendo accionistas por partes iguales 

Alfredo Rovira y Miguel Gesuiti. De manera inusualmente veloz, el 2 de julio tal solicitud 

obtuvo dictamen favorable de la subdirectora y el director de la Unidad de Proyectos de 

Radicación, debido a que la peticionante era una persona jurídica argentina, con un 

presidente argentino, siendo autorizada finalmente por el presidente de la Comisión 

Nacional de Zonas de Seguridad. El trámite se completó el 22 de agosto, cuando la Unidad 

de Proyectos de Radicación, confirmó la autorización concedida, con relación a una 

mayor superficie del terreno a adquirir, que de conformidad con el plano definitivo era de 

8.063 hectáreas. 



Aunque la presentación había sido hecha a nombre de la referida empresa, un mes antes, 

el 5 de mayo, Properties Buenos Aires S.A. se había convertido en HIDDEN LAKE S.A. 

cuyas 11.999 acciones estaban en poder de una sociedad británica denominada Lago 

Corp. Representada por Alfredo Rovira y Charles Barrington Lewis con 1 acción, quien 

es ciudadano inglés. Esta sociedad con nombre distinto realizó la escritura de la propiedad 

a su favor, inscribiéndola en el Registro de la Propiedad de Río Negro, consignando que 

la misma se encontraba en zona de seguridad de fronteras. Es decir, se autorizó a una 

sociedad y se inscribió a nombre de otra. 

Cuando el Dr. Allende inició el trámite para obtener la aprobación de la Comisión 

Nacional de Zonas de Seguridad, lo hizo a sabiendas que la sociedad estaba constituida 

por capitales extranjeros, falseando los datos suministrados a la autoridad pública, lo que 

permitió celebrar una escritura en clara infracción a las disposiciones del Decreto Ley 

15.385/44, ratificado por la Ley 12.913, ya que la norma citada creó en todo el territorio 

argentino zonas de seguridad destinadas a reforzar las previsiones territoriales de la 

Defensa Nacional, que corresponden a espacios geográficos que presentan un valor 

estratégico para la defensa de la integridad territorial de la Nación. El artículo 4º del 

Decreto citado establecía: “Declárase de conveniencia nacional que los bienes ubicados 

en las zonas de seguridad pertenezcan a ciudadanos argentinos nativos. El Poder 

Ejecutivo podrá declarar de utilidad pública y expropiar los bienes que considere 

necesarios, como también dictar normas en el futuro respecto a los mismos, a propuesta 

del Consejo de Defensa Nacional. Igualmente podrá exigir que la venta, transferencia o 

locación de los bienes situados en ciertas zonas de seguridad de fronteras, no se realice 

sin obtener antes la conformidad de la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad 

respecto a la persona del adquirente o locatario”. A los efectos de la autorización 

establecida en la norma citada el Decreto Ley 32.530/48, puntualizaba en su art. 1º "A los 

efectos de la previa autorización a que se refiere el artículo 49 del Decreto 15.385/44 

(ley 12.913) los funcionarios que intervengan en todo acto que importe transmisión de 

dominio, arrendamiento o cualquier forma de constitución de derechos reales o 

personales en virtud de los cuales deba entregarse la posesión o tenencia de inmuebles 

en la zona de seguridad, tendrán en cuenta la conveniencia de que todos los habitantes 

sean argentinos nativos sin antecedentes desfavorables o argentinos naturalizados con 

comprobado arraigo al país o por excepción, a extranjeros de reconocida moralidad y 

cuyo afincamiento a las tierras que ocupan puedan considerarse como definitivo, con 



familia argentina (esposa argentina y/o hijos argentinos) o para establecerse con 

empresas o industrias de importancia para la economía del país” En este caso, no se 

daba ninguna de las circunstancias fijadas en las normas citadas, ya que ninguno de los 

integrantes de la sociedad extranjera Hidden Lake S.A, estaban casados con mujeres 

argentinas, ni tenían hijos argentinos, ni tampoco se establecían con una empresa o 

industria de importancia para la economía del país. Era solamente una sociedad británica 

que compraba tierras en zonas vedadas a los nativos de esa nacionalidad, y en una 

evidente infracción a la ley. Pero además obtenida a través de una maniobra claramente 

fraudulenta, disfrazando de nacional a lo que era una sociedad integrada por personas 

físicas y jurídicas extranjeras. 

Continuando con la maniobra ilegal, en el mes de septiembre el ciudadano británico 

Charles Barrington Lewis, se presentó en representación de los intereses de Hidden Lake 

S.A. solicitando ante la Comisión de Zonas de Seguridad, mediante un trámite abreviado, 

dos autorizaciones adicionales para la aprobación de la compra de 2760 hectáreas más en 

la misma zona de seguridad de fronteras. Manifestó que la sociedad no había variado la 

composición de su Directorio, ni la integración de su capital social. Esto era cierto en ese 

momento, pero el detalle fundamental, es que como mencionara anteriormente la 

sociedad había cambiado su capital social, que era distinto a los declarados en el momento 

de pedir la primera autorización para la compra de las tierras. 

El 10 de diciembre, Charles Barrington Lewis, uno de los socios de Hidden Lake informó 

a la Superintendencia Nacional de Fronteras- Comisión Nacional de Zonas de Seguridad 

que el 29 de agosto había sido modificado el Directorio y el quedaba como único director, 

en razón de lo cual y a pesar de los antecedentes existentes de la modificación societaria 

el 13 de diciembre se autorizó finalmente la compra. 

Debido a una prolija investigación llevada a cabo, y debido a que los antecedentes 

mostraban la violación de la ley en las compras de las tierras, a través de una maniobra 

fraudulenta, el Ministerio Público Fiscal efectuó una denuncia el 2 de noviembre de 2012, 

haciendo presente que la maniobra no podría haber sido realizada, sino a través de un plan 

concertado entre los controlantes de la sociedad beneficiada y los funcionarios públicos 

que intervinieron en el trámite, a través de una operación engañosa llevada a cabo por los 

ciudadanos extranjeros y aquellos que tenían la obligación de defender la integridad 

territorial de la Nación. El 15 de septiembre de 2021 la Sala 3era de la Cámara Federal 



de Casación, con la firma del juez Carlos Alberto Mahiques, confirmó el sobreseimiento 

de los imputados mediante la prescripción de la acción penal. Está claro que no estamos 

en presencia de una mera interpretación del derecho a transitar para acceder al Lago 

Escondido, lo que ya ha sido fundamentado por la Justicia provincial sino del abuso de 

poder de un ciudadano extranjero que cometió y comete delitos para acrecentar su 

riqueza.  

La extranjerización de tierras en Argentina a través de testaferros o a nombre de 

sociedades con asiento en paraísos fiscales es de tal magnitud que afecta la soberanía del 

país. Según un informe de ATE (Concentración y extranjerización de la tierra en 

Argentina) 900.000 son las hectáreas que pertenecen a la Compañía Tierras del Sud 

Argentina de Benetton, a las que deben sumarse algunas usurpadas en las provincias de 

Chubut y Santa Cruz. – 600.000 hectáreas son administradas por la empresa “Nieves de 

Mendoza” propiedad del grupo Walbrook de Gran Bretaña. – 330.000 del grupo chino 

Heilongjiang Beidahuag. - Joseph Lewis es propietario de sólo 38.000 hectáreas, pero 

dentro de esas tierras, ilegalmente posee cautivo al Lago Escondido al que nadie puede 

tener acceso. 

 Más de 12,5 millones de hectáreas se encuentran en manos de extranjeros, de las cuales 

casi dos millones son de firmas radicadas en paraísos fiscales. Las dos localidades con 

mayor nivel de extranjerización del país son salteñas. Se trata de San Carlos, un área 

declarada “lugar histórico nacional” en los Valles Calchaquíes (con el 58% de su territorio 

extranjerizado), y el departamento de Molinos (con el 57% de extranjerización). En el 

primer caso, la mayoría de las tierras extranjerizadas está en manos de una sociedad 

radicada en Uruguay, mientras que en el segundo un 47% está en manos de 

estadounidenses y otro 10% en manos suizas. Siguen en el Rankin de áreas con mayor 

nivel de extranjerización General Lamadrid, en La Rioja, con el 57% de extranjerización; 

la localidad de Lácar en Neuquén con el 53%y Campana en Buenos Aires con el 50,7% 

según los datos del Registro Nacional de Tierras Rurales.  

La ley 26.737 de 2011 se limita a establecer un control y limita a los extranjeros a comprar 

hasta 1000 hectáreas, pero no toca para atrás el acaparamiento realizado. Una política que 

declara intocables los derechos del capital extranjero incluso más allá de los 

procedimientos utilizados para alcanzarlos refleja un régimen de clase completamente 

subordinado a este capital.  



Qué diferencia con el trato que reciben los pueblos originarios, en Mascardi provincia de 

Río Negro y que velocidad la del gobierno nacional para desalojar y encarcelar a mujeres 

mapuches con niños que ni siquiera estaban en predios privados. O asesinar directamente 

a Santiago Maldonado y Rafael Nahuel, en este caso durante el macrismo. Se trata de la 

continuidad histórica de un proceso iniciado en la conquista, que encontró su punto más 

álgido con la presidencia de Julio Argentino Roca y la campaña del general Benjamín 

Victorica al Chaco. Es preciso destacar este tipo de masacres de 1880 a esta parte, han 

existido muchas, para citar algunas, no podemos olvidar la que se gestó bajo el gobierno 

de Hipólito Irigoyen en Formosa sobre el pueblo Pilagá en 1919, Napalpí en 1924, de El 

Zapallar en 1933 ni la de Rincón Bomba en 1947 bajo el gobierno del Gral. Perón. 

"El acceso a la Tierra y la vivienda digna, que el artículo 14 bis de la Constitución 

Nacional y la Ley 26.737 consagra a todos los ciudadanos y ciudadanas, no se aplica y 

hasta el día de hoy no se garantizan estos derechos legales y constitucionales. Acudimos 

a un constante replicar de un discurso punitivista, criminalizador y estigmatizante que 

acorrala las acciones que nacen desde el hartazgo, movilizando la rancia costumbre de 

desempolvar la Constitución solo cuando de defender privilegios se trata" (Ídem ATE). 

La colusión de intereses entre el capital extranjero, los funcionarios gubernamentales y el 

poder judicial se puso de manifiesto en el reciente escándalo por la reunión que 

mantuvieron en la propiedad de Lewis los jueces Julián Ercolini, Pablo Cayssials y Pablo 

Yadarola y el mismo Carlos Mahiques, autor del fallo favorable a Lewis, junto al 

procurador general de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Jan B. Mahiques, el ministro 

de seguridad porteño Marcelo D’Alessandro, el ex agente de Inteligencia Leonardo 

Bergroth y el consultor Tomás Reinke. Tambien participaron el presidente del grupo 

Clarín, Jorge Rendo, Pablo Casey, directivo del mismo grupo y sobrino de Hector 

Magnetto.  

La filtración del grupo de chat que integraban puso de relieve la intención de apelar a 

todo tipo de maniobras delictivas para ocultar la reunión y sus propósitos, incluyendo 

facturas truchas que justificasen el uso de un avión privado y el hospedaje en el lugar.  

Las facturas pretendían presentar los costos astronómicos del “paseo “como salidos de 

los bolsillos propios y no como dádivas recibidas de un personaje poderoso. “No podemos 

decir que nos regalaron el vuelo” afirma el Juez Cayssials en los chats. Por los mismos 

también pudieron conocerse las gestiones que el ahora ex jefe de asesores del presidente 



Fernández ofreció para evitar la difusión del tema en el oficialista canal C5N, lo que le 

costó el cargo. Lago Escondido es el retrato fiel de la descomposición del régimen social 

en que vivimos, de sus instituciones y de la sujeción absoluta de las mismas a los intereses 

del capital. 

Por todas estas razones y por la manifiesta ilegalidad del conjunto de las operaciones que 

llevaron a Lewis a apropiarse de 12.000 hectáreas en zonas reservadas y vedadas a 

extranjeros, impidiendo además el acceso público a un espejo de agua, derecho amparado 

por la Constitución y leyes nacionales y provinciales, solicitamos se declare estos predios 

de utilidad pública y sujetos a expropiación. 

Solicitamos a las señoras diputadas y a los señores diputados acompañen este proyecto 

de ley.  

 

 

 


